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DIRECCION: 
SECRETARIA GENERAL DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

DIOS, PATRIA I LIBERTAD. 

República Dominicana. 

La Suprema Corte de Justicia 

En Nombre de la República 

'Sobre el recurso de `casación interpuesto por los seña-
res María Polanco i Luna, José Polanco i Luna i Vicenta Po-
lanco i Luna de Santos, agricultores, domiciliados i residen-
tes en la sección de Muñoz, común de Puerto Plata, contra 
sentencia dictada por la Corte de Apelación del Departamen-* 
to de Santiago de fecha treinta de Junio de mil novientos 
diez i nueve. 

Visto el memorial de pedimento de casación presentado 
por el abogado de los concurrentes Lic. Wenceslao Quezada 
i en el cual se alega contra la sentencia impugnada la viola.- 
ción de Jos artículos 816, 2229, 2262 del Código Civil, 9, 17, 
19 i otros de la lei de Agrimensura de Junio de 1882, 819, 
2265 del Código Civil, 10 de la Lei sobre División de Terre-
nos Comuneros i 985 del Código de Proce.dimiento Civil. 

Visto el escrito dirijido a la Suprema Corte, por el Dr. 
Angel Ma. Soler a nombre i representación de los intiman-
tes pidiendo que el intimado señor Roberto Corniel se consi-
dere en defecto i se obre con arreglo a lo que dispone el ar-
título 11 de la Lei sobre Procedimiento de Casación. 

Visto el auto dictado por la Suprema Corte de Justicia, 
de fecha once de Mayo de mil novecientos veinte, por el cual 
se declara el defecto contra el señor Roberto Corniel. 

Oido: el informe del Juez Relator. 

Oido: al Dr. Angel Ma. Soder en representación del 
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abogado de los intimantes, Lic. Wencelao Quezada en su es-
crito de alegatos i conclusiones. 

Oido: el dictamen del majistrado Procurador General 
de la República. 

La Suprema Corte, después de haber :deliberado i vis-
tos los artículos 9, 17, 19 de la Lei de Agrimensura, 816, 819, 
2229, 2262 i 2265 del Código Civil; 985 del Código de Proce-
dimiento Civil, 10 de la lei sobre división de terrenos comu-
neros, 19 1 71 de la Lei sobre Procedimiento de Casación. 

Considerando: que los señores María 'Polanco i Luna, 
José Polanco i Luna i Vicente Polanco i Luna de Santos, de-
mandaron en fecha ocho de Junio de mil novecientos diez i 
ocho, por ante el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Puerto Plata al señor Roberto Corniel, para que 
se oyese condenar "a desalojar el terreno que ocupa" i a 
"pagar a los requerentes daños i perjuicios por el lucro ce-
sante de lo que legalmente les pertenece"; alegando los de-
mandantes para fundamentar su demanda que mi los úni-
con dueños, como lejítimos herederos ab-intestato de su tío 

Zacarías de ,Luna, quien a su vez los hubo de su padre. 
Manuel de Luna, de cincuenta pesos de terrenos entre ros 
ríos Camú i Muñoz, según escritura de fecha prim,ero de A-
bril del ario mil ochocientos treinta i siete o sea veinte hec-
táreas, cuarenta, áreas, trece metros o trescientos veinte i 
cuatro tareas, trescientos treinta i siete varas castellanas, 
según acta de mensura deslinde i (partición de fecha veinte 
de Noviembre de mil ochocientos ochenta i tres, levantada 
por el Agrimensor Público Gastón Marion Landais hace 
treinta i cinco años; i el referido Corniel ocupa hace algunos 
años una parte de dicho terreno con casas i siembras con 
pretensiones de dueños". 

Considerando: que para confirmar la ,sentencia del Juz-
garlo de Primera Instancia que rechazó la demanda de los 
intimantes en este rectirso de casación, la Corte de Apela-
ción se fundó entre otros motivos: 19 en que el derecho de 
propiedad que ios intimantes pretenden tener en el terreno 
que ocupa Corniel, no existe; puesto. que según lo afirma la 
sentencia ape!ada ese terreno forma parte del sitio comune-
ro de Guaimate, cuya mensura ha sido ordenada ; afirm.ación . 
que, según la sentencia de la Corte, se encuentra canfirmada 
por el título presentado por los intimantes, el cual habla de 
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cincuenta pesos de terreno en el sitio de Gainamoca i no de 
Guainamoca de los Gómez, como reza el acta de mensura 

1: presentada 'también por los intimantes; 29 en que si es 
cierto que puede haber prescripción entre comunistas, para 
ello es precisonue el comunista oue la invoca haya hecho so-
bre parte, o la totalidad de la cosa durante el tiempo i en las 
condiciones exijidas por los artículos 2229 i 2262 del Código 
Civil actos contradictorios de los derechos de los demás co-
munistas; mientras que ias operaciones «de mensura practi-
cadas en mil odhocientos ochenta i tres por el Agrimensor G. 
Marion Landais, en beneficio de los causantes de los inti-
mantes á de otros accionistas del sitio de Guainamoca, i la 
ocupación de parte de ese terreno por los mismos no son he-
chos suficientes para convertir su título de accionistas en el 
mencionado sitio en el de propietarios exclusivos de parte 
del mi,smo; no puedenk,considerarse como contradictorios de 
los derechos de los demás accionistas. 

Considerando: que el no reconocimiento por los jueces 
del fondo de la calidad que se atribuyen los intimantes de 
propietarios exclusivos de una extensión de t,erreno en. la  
cuál está comprendida la ocupada por Corniel, asi como la 

= afirmación de que los intimantes no lian prescrito el terreno 
del cual se dicen dueños, contra los demás comunistas, por 
no tener su posesión las condiciones requeridas por la lei 
para prescribir son apreciaciones de hecho que no pueden 
ser revisadas por la Corte. de Casación; que no implican vio-
lación de ninguno de los textos legales citados por los recu-
rrentes i que justifican la decisión de la Corte de Apelación, 

Por tales motivos rechaza el recurso de casación inter-
puesto por los señores María Polanco i Luna, José Polanco 
i Luna i Vicenta Polanco i Luna de 'Santos, contra sentencia 
dictada por la Corte de Apelación del Departamento de San-
tiago de, fecha treinta de Junio de mil novecientos diez i nue-
ve, i los condena al pago de los costos. (Fdos) R. J. Casti-
llo, Augusto A. Jupiter, Andrés J. Montonío, M. de J. Gon-
Zález M., A. Woss y Gil, P. Báez Lavastida. 

Dada i firmada ha sido la antenior sentencia nor los se-
ñores jueces aue arriba figuran en la audiencia pública del 
día veinte de Mayo de mil novecientos veinte i uno, lo que yo, 
Secretario General, certifico. (Fdo) Eug. A. Alvarez. 
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abogado de los intimantes, Lic. Wences/lao Quezada en su es-
crito de alegatos i conclusiones. 

Oido : el dictamen del majistrado Procurador General 
de la República. 

La Suprema Corte, después de haber deliberado i vis-
tos los artícuklos 9, 17, 19 de la Lei de Agrimensura, 816, 819, 
2229, 2262 i 2265 del Código Civil; 985 del Código de Proce- 
dimiento Civil, 10 de la lei sobre división de terrenos comu-
neros, 19 i 71 de la Lei sobre Procedimiento de Casación. 

Considerando: que los señores María 'Polanco i Luna, 
José Polanco i Luna i Vicente Polanco i Luna de Santos, de- 
mandaron en feeha ocho de Junio de mil novecientos diez i 
ocho, por ante el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Puerto Plata al señor Roberto Corniel, para que 
se oyese condenar "a desalojar el terreno que ocupa" i a 
"pagar a los requerentes daños i perjuicios por el lucro ce- 
sante de lo que legalmente les pertenece"; alegando Ins de- 
mandantes para fundamentar su demanda que son los úni- 
con dueños, como lejítimos herederos ab-intestato de su tío 

Zacarías de Luna, quien a su vez los hubo de su padre 
Manuel de Luna, de cincuenta pesos de terrenos entre ros 
ríos Camú i Muñoz, según escritura de fecha primero de A- 
bril dell ario mil ochocientos treinta i siete o sea veinte hec-
táreas, cuarenta áreas, trece metros o trescientos veinte i 
cuatro tareas, trescientos treinta i siete varas castellanas, 
según acta de mensura deslinde i partición de fecha veinte 
de Noviembre de mil ochocientos ochenta i tres, levantada 
por el Agrimensor Público Gastón Marion Landais hace 
treinta i cinco arios; i el referido Corniel ocupa hace algunos 
arios una parte de dicho terreno con casas i siembras con 
pretensiones de dueños". 

Considerando: que para confirmar la sentencia del Juz-
garlo de Primera Instancia que rechazó la demanda de los 
int:mantes en este recurso de casación, la Corte de Apela-
ción se fundó entre otros motivos: 19 en que el derecho de 
propiedad que los intimantes pretenden tener en el terreno 
que ocupa Cornid, no existe; puesto.que según lo afirma la 
sentencia apelada ese terreno forma parte del sitio comune-
ro de Gtzaimate, cuya mensura ha sido ordenada; afirmación 
que, según la sentencia de la Corte, se encuentra confirmada 
por el título presentado por los intimantes, el cual habla de  

cincuenta pesos de terreno en el sitio de Gainamoca i no de 
Guainamoca de los Gómez, como reza acta de mensura 
presentada también por los intimantes; 2Q en que si es 
cierto que puede haber prescripción entre comunistas, para 
ello es precisonue el comunista oue la invoca haya hecho so-
bre parte, o la totalidad de la casa durante el tiempo i en las 
condiciones exijidas por los artículos 2229 i 2262 del Código 
Civil actos contradictorios de los derechos de los demás co-
munistas; mientras que ias operaciones de mensura practi-
cadas en mil oChocientos ochenta i tres por el Agrimensor G. 
Marion Landais, en beneficio de los causantes de los inti-
mantes de otros accionistas del sitio de Guainamoca, i la 
ocupación de parte de ese terreno :por los mismos no son he-
chos suficientes para convertir su título de a,ccionistas en el 
mencionado sitio en el de propietarios exclusivos de parte 
del mismo; no pueden.considerarse como contradictorios de 
los derechos de los demás accionistaá. 

Considerando: que el no reconocimiento por los jueces 
del fondo de la calidad que se atribuyen los intimontes de 
propietarios exclusivos de una extensión de terreno en. la  
cuál está coMprenelida la ocupada par Corniel, asi como la 
afirmación de que las intimantes no han prescrito el terreno 
del cual se dicen dueños, contra los demás comunistas, por 
no tener su posesión las condiciones requeridas por la lei 
para prescribir son apreciaciones de hecho que no pueden 
ser revisadas por la Corté de Casación; que no implican vio-
lación de ninguno de los textos legales citados por los recu-
rrentes i que justifican la decisión de la Corte de Apelación, 

Por tales motivos rechaza el; recurso de casación inter-
puesto por los señores María Polanco i Luna, José Polanco 
i Luna i Vicenta Polanco i Luna de Santos, contra sentencia 
dictada por la Corte de Apelación del Departamento de San-
tiago de fecha treinta. ele Junio de mil novecientos diez i nue-
ve, á los condena al pago de los costos. (Fdos) J. Casti-
llo, Augusto A. Jupiter, Andrés J. Montonío, 1Vi. de J. Gon-
Zález M., A. Woss y Gil, P. Báez Lavastida. 

Dada i firmada ha sido la antenior sentencia por los se-
ñores jueces oue arriba figuran en la audiencia oública del 
día veinte de Mayo de mil novecientos veinte i uno, lo que yo, 
Secretario General, certifico. (Fdo) Eug. A. Alvarez. 
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DIOS, PATRIA I LIBERTAD. 

República Dominicana. 

La Suprema Corte de Justicia 

En Nombre de la República 

'Sobre el recurso de casación interpuesto por Altagracia 
Pérez (a) May, de diez i arios de edad, soltera, profe-
sión quehaceres :domésticos, natural de Neyba i del domici-
lio de Postrer Río, Sección de esta común, jurisdicción del 
Departamento de Santo Domingo, de fecha nueve de febre-
ro de mil novecientos veinte, que le condena a sufrir la pena 
ele diez años de prisión en .una casa de corrección i al pago 
de los costos, por el crimen de infanticidio; 

Vista el acta del recurso levantada en la 'Secretaría de 
la Corte de Apelación en fecha diez i siete de febrero de mil 
nevecientos veinte; 

Oído: el informe del Juez Relator ; 
Oído : el Magistrado Procurador General de la Repú-

blica er su dictamen. 
La Suprema Corte después de haber deliberado, i vistos 

los artículos 67, 300 i 302 del Código Penal; la Orden Ejecu-
tiva ,No. 382 de fecha 10 de enero de 1920, i el artículo 71 de 

Lei sobre Procedimiento de Casación. 
Considerando: que es un hecho constante según la sen-

tencia impugnada que en fecha veinticinco de abril de mil 
novecientos diez i nueve, en la sección de Postrer Río, común 
de Ne.yba, Altagracia Pérez (a) May, menor :de diez i echo 
años de edad dió a luz una niña a la cual ahorcó; 

Considerando: que el que voluntariamente mata a uti 
niño reciennacido, se hace reo de infa:nticidicr, (artículo 300 
del Código Penal) ; i que conforme al artículo 302 del mismo 
Código, se castigará :con la pena de muerte a los cUlpables 
de infantiCidio; 

Considerando: que el artículo 67 del Código Penal 
prescribe que cuando el acusado fuere menor de diez i seis 
arios, si el Tribunal considera que ha obrado con discerni-
miento, i ha incurrido en la nena de muerte se le condenará 
a prisión que sufrirá en una casa de corrección durant,e 
veinte años a lo mas i diez a lo menos; 

Considerando : que la Orden Ejecutiva No. 382 de fe-
Cha 10 :de enero de 1920 ha elevado a diez i ocho años la me-
nor edad penal fijada en diez i seis por el artículo 67 del Có-
digo Penal, que así la Corte de Apelación ni al calificar el he-
cho, ni al aplicar la pena, violó ninguna lei en el caso de la 
acusada Altagraeia Pérez (a) May; 

Por tales motivos rechaza el recurso de casación inter-
puesto por Altagracia Pérez (a) May, contra sentencia de 
la Corte de Apelación del Departamento de Santo Domingo, 
de fecha nueve de febrero de mil novecientos veinte, i la con-
dena al pago de los costos. 

R. J. Castllo.— D. Rodríguez Montarlo.— Andrés J. 
Montolío.— M. de J. González M.— A. Woss y Gil.— P. 
Báez Lavastida. 

Dad-a i firmada ha sido la anterior sentencia nor los se-
ñores jueces que arriba' figuran, en la audiencia pública del 
día veinte de mayo de mil novecientos veinte i uno, lo que yo, 
Secretario Genera:1, :certifico. 

Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA I LIBERTAD. 

República Dominicana. 

La :Suprema Corte de Justicia 

En NonAre de la RE:pública 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor 
Rosendo Vargas, de veintisiete arios de edad, soltero, agri-
cultor, natural de Azua i del domicilio i residencia de Saba-
na Grande de Palenque, contra sentencia de la Corte de Ape-
lación del Departamento de :Santo Domingo, de fecha once 
de febrero de mil novecientos veinte, que condena a sufrir 
la pena de quince años de trabajos públicos por el crimen 
de homicidio voluntario. 

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de 
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DIOS, PATRIA I LIBERTAD. 

República Dominicana. 

La Suprema Corte de Justicia 

En Nombre de la República 

Considerando : que la Orden Ejecutiva No. 382 de fe-
dha .de enero de 1920 ha elevado a diez i ocho años la me-
nor edad penal fijada en diez i seis por el artículo 67 del Có-
digo Penal, que así la Corte de Apelación ni al calificar el he-
cho, ni al aplicar 1.a pena, violó ninguna lei en el caso de la 
acusada Altagracia Pérez (a) May; 

Por tales motivos rechaza el recurso de casación inter-
puesto por Altagracia Pérez (a) May, contra sentencia de 
la Corte de Apelación del Departamento de Santo Domingo, 
de fecha nueve de febrero de mil nove,cientos veinte, i la con-
dena al pago de los castos. 

R. J. Castillo.— D. Rodríguez Montaño.— Andrés J. 
Montolío.— M. de J. González M.— A. Woss y, Gil.— P. 
Báez Lavastida. 

Dada i firmada ha sido la anterior sente,ncia flor los se-
ñores jueces que arriba' figuran, en la audiencia pública del 
día veinte de mayo de mil novecientos veinte i uno, lo que yo, 
Secretario General, cereifico. 

  

   

 

Sobre el recurso de casa,ción interpuesto por Altagracia 
Pérez (a) May, de diez i echo arios de edad, soltera, profe-
sión ouehaceres domésticos, -natural de Neyba i del domici-
I:o de Postrer Río, See,ción de esta común-, jurisdicción del 
Departamento de Santo Domingo, de feche. nueve de febre-
ro de mil novecientos veintl„, que le condena a sufrir la pena 
de diez añas de prisión en una casa de corrección i al pago 
de los costos, por el crimen de infanticidio; 

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de 
la Corte de Apelación en fezha diez i siete de febrero de mil 
nevecientos veinte; 

Oído: el informe del Juez Relator; 
Oído: el Magistrado Procurador General ele la Repú-

blica er su dictamen. 
La Suprema Corte después de haber deliberado, i vistos 

los artículos 67, 300 i 302 del Código Penal; la Orden Ejecu-
tiva No. 382 de fecha 10 de enero de 1920, i artículo 71 de 

Lei sobre Procedimiento de Casación. 
Considerando: que es un hecho constante según la sen-

tencia impugnada que en fecha veinticinco de abril de mil 
novecientos diez i nueve, en la sección de Postrer Río, común 
de Ne,yba, Altagracia Pérez (a) May, menor de diez i echo 
años de edad dió a luz una niña a la cual ahorcó; 

Considerando: que el que voluntariamente mata a un 
niño reciennacido, se hac,e reo de infanticidio, (artículo 300 
del Código Penal) ; i que conforme al artículo 302 del mis,mo 
Código, se castigará ,con la pena de muerte a los ctilpables 
de infantrcidio; 

Considerando: que el artículo 67 del Código Penal 
prescribe que cuando el acusado fuere menor de diez i seis 
años, si el Tribunal considera que ha obrado con discerni-
miento, i ha incurrido en. la  pena de muerte se le condenará 
a prisión que sufrirá en una casa de corrección durante 
veinte años a lo mas i diez a lo menos; 

 

  

  

  

    

Eug. A. Alvarez. 

 

   

DIOS, PATRIA I LIBERTAD. 

República Dominicana. 

La Suprema Corte de Justicia 

En Nomf)re de la República 

  

  

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor 
Rosendo Vargas, de veintisiete arios de edad, saltero, agri-
cu:tor, natural de Azua i del domicilio i residencia de Saba-
na Grande de Palenque, contra sentencia de la Corte de Ape-
lación del Departamento de Santo Domingo, de fecha once 
de febrero de mil novecientos veinte, que condena a sufrir 
la pena de quince años de trabajos públicos por el crimen 
de homicidio voluntario. 

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de 
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DIOS, PATRIA I LIBERTAD. 
Repúfblica Dominicana. 

La Suprema Corte de Justicia 

En Nombre de la República 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Altagracia 
Pérez (a) May, de diez i ocho arios de edad, soltera, profe-
sión quehaceres domésticos, natural de Neyba i del dontici-
Eo de Postrer Río, Sección de esta común, jurisdicción del 
Departamento de Santo Domingo, de fecha nueve de febre-
ro de mil novecientos veinte, que le condena a sufrir la pena 
de diez años de prisión en ,una casa de corrección i al pago 
de los costos, por el crimen de infanticidio; 

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de 
la Corte de Apelación en fecha diez i siete de febrero de mil 
ncvecientos veinte; 

Oído: el informe del Juez Relator; 
Oído: el Magistrado Procurador General de la Repú-

blica en su dictamen. 
La Suprema Corte después de haber deliberado, i vistos 

los' artículos 67, 300 i 302 del Código Penal; la Orden Ejecu-
tiva iNo. 382 de fecha 10 de enero de 1920, i el artículo 71 de 

Lei sobre Procedimiento de Casación. 
Considerando: que es un hecho constante según la sen-

tencia impugnada que en fecha veinticinco de abril de mil 
novecientos diez i nueve, en la sección de Postrer Río, común 
de Neyba, Altagracia Pérez (a) May, menor de diez i ocho 
arios de edad dió a luz una niña a la cual ahorcó; 

Considerando: que el que voluntariamente mata a un 
niño reciennacido, se hace reo de infanticidio: (artículo 300 
del Código Penal) ; i que conforme al artículo 302 del mismo 
Código, se castigará scan la pena de muerte a los cUlpables 
de infantícidio; 

Considerando: que el artículo 67 del Código Penal 
prescribe que cuando el a;cusado fuere menor de diez i 8E18 
años, si el Tribunal considera que ha obrado con discerni-
miento, i ha incurrido en. la  pena de muerte se le condenará 
a prisión que sufrirá en una. casa d'e corrección durante 
veinte años a lo mas i diez a lo rnenos; 
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Considerando: que la Orden Ejecutiva No. 382 de fe-
ella 10 de enero de 1920 ha elevado a diez i ocho arios la me-
nor edad penal fijada en diez i seis por el artículo 67 del Có-
digo Penal, que así la Corte de Apelación ni al califie,ar el he-
cho, ni al aplicar la pena, violó ninguna lei en el caso de la 
acusada Altagracia Pérez (a) May; 

Por tales motivos rechaza el recurso de casación inter-
puesto por Altagracia Pérez (a) May, contra sentencia de 
la Corte de Apelación del Departamento de Santo Domingo, 
de fecha nueve de febrero de mil novecientos veinte-, i la con-
dena al pago de los coátos. 

R. J. Castilllo.— D. Rodríguez Montaño.— Andrés J. 
Montolío.— M. de J. González M.— A. Woss y Gil.— P. 
Báez Lavastida. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia nor los se-
ñores jueces que arribá figuran, en la audiencia pública del 
día veinte de mayo de mil novecientos veinte i uno, lo que yo, 
Secretario General, cerlfico. 

Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA I LIBERTAD. 

República Dominicana. 

La Suprema Corte de Justicia 

En NomfDre de la FU:pública 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor 
Rosendo Vargas, de veintisiete años de edad, saltero, agri-
cultor, natural de Azua i del domicilio i residencia de Saba-
na Grande de Palenaue, contra sentencia de la Corte de Ape-
lación del Departamento de Santo Don-ringo, de fecha once 
de febrero de mil novecientos veinte, que 1:2 condena a sufrir 
la pena de quince años de trabajos públicos por el crimen 
de homicidio voluntario. 

Vist,a el acta del recurso levantada en la Secretaría de 
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la Corte de Apelación en fecha diez i nueve de febrero de mil 
novecientos veinte; 

Oído: el informe del Juez Relator. 

Oído: el Magistrado Procurador General de la Repú-
blica en su dictamen. 

La Suprema Corte después de haber deliberado i vistos 
los artículos 18, 295 i 304 del Código Penal i 71 de la Lei 
sobre Procedimiento de Casación. 

Considerando: que es un hecho constante en la senten-
cia impugnada que el día veintiocho de abril de mil nove-
cientos diez i nueve Rosendo Vargas 'infirió a Nicomedes 
Nova dos puñaladas que le causaron la muerte inmediata, 
mente; 

Considerando: que el oue voluntariamente mata a otro 
se hace reo de homicidio (artículo 295 del Código Penal) ; 
que el homicidio se castiga con la pena de trabajos Públicos, 
cuando no haya estado precedido, acompañado o seguido de 
otro crimenconforme al artículo 304 del Código Penal; i 
que da condenación a los trabajos públicos se pronunciará 
por tres arios a lo menos i veinte a lo más; que así la Corte. 
de Apelación, tanto al calificar el hecho como al aplicar la 
pena, hizo una recta aplicación de la lei en el caso del recu-
rrente; 

Por tales motivos rechaza el recurso de casación inter-
puesto por el señor Rosendo Vargas, contra sentencia de la 
Corte de Apelación del Departamento de Santo Domingo, 
de fecha once de febrero de mil noyecientos veinte i le con-
dena al pago de los costos. 

R. J. Castillo.— D. Rodríguez M.— Andrés J. Monto-
lío.— M. de J. González M.— A. Woos y Gil.— P. Báez La-
vastida. 

Da-da i firmada ha sido la anterior sentencia por los se-
ñores jueces que arriba figuran, en la audiencia pública del 
día veinte de Mayo de mil novecie,ntos veintiuno, lo que yo, 
Secretario General, certifico. 

Eug. A. Alvarez.  
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DIOS, PATRIA I LIBERTAD. 

República Dominicana. 

La Suprema, Corte de Justicia 

En Nombre de la República 

Sobre el re,..urso de casación interpuesto por el Comisa-
rio Municipal de la Común del Seybo, contra sentencia de 
anuella Alcaldía en sus atribuciones de Simple Policía, de 
fecha trece de febrero de mil novecientos veinte, que decla-
ra que no ha lugar a la contravención de que estaba denun-
ciado el señor Amable Dalmasí, por no haber cometido nin-
guna infracción penada por la lei; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Alcaldí,1 de la Común del Seybo, en fecha 
diez i sois de febrero de mil novecientos veinte; 

Oído: el informe del Magistrado Juez Relator; 
Oíd'o: el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
La Suprema Corte, después de haber deliberado, i vistos 

los artículos 1° i 3° inciso final de la lei sobre Procedimiento 
de Casación. 

Considerando: que según consta en la sentencia im-
pugnada, el señor Amable Dalmasí fué 'sometido al Juzgado 
de Sim,ple Policía por el Comisario Municipal de la Común 
del Sey-bo, por haber infrinjido la disposición municipal de 
fecha 1° de noviembre de 1917, haciendo despachos después 
de las 8 de la noche, como se comprueba por un chuingo que 

vendiera al menor Camino Gerónimo". 
Considerando: que consta igualmente en la dicha sen-

tencia, que el señor Julio Dalmasí padre del inculpado com-
reció, en representación de éste por ante el Juzgado de Po-
licía, i expuso como medio de defensa, "que su hijo vendió 
cacaitos", cuya venta no está prohibida; que la resolución 
municipal prohibe sólamente que los establecimientos estén 
abiertos después de las 8 de la noche, pero no el despacho 
(la venta), 

Considerando: que los Jueces del fondo aprecian sobe-
ranamente los hechos i a la Suprema Corte de Justicia, co- 

" 
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